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¿Cómo responde una sociedad
justag lasylosadolescenTes
quelijlneranlal^

Mary Beloff
Ir LU pregunta que motiva este encuentro es
cómo responde (y como debería responder) una
sociedad Justa a un niño que comete un delito, lo
que nos interpela a reflexionar sobre cuál debe
ser el contenido de la política criminal juvenil.
Al hacernos esta pregunta podríamos pensar en
un enfoque restaurativo; sin embargo, no hay
una sota y únU respuesta que sea buena para
el adolescente, que también sea buena para la
sociedad y que tenga una dimensión simbótica
en términos que satisfaga y genere bienestar en
el niño, en la víctima, y en ¡a sociedad,

Existe un generalizado acuerdo respecto de que
el sistema de justicia penaÉ Juvenil no funciona,
pero curiosamente no tenernos acuerdo sobre
la causa que genera el problema: no sabemos s!
es un problema de prevención, si es un proble-
ma de reacción, o si es un problema de ios dos
niveles1. ¿Por qué ei tema se reduce a bajar ía
edad penal? ¿Existen otras formas de respuesta
al delito? ¿Es justo/razonabie castigar a un niño

cuando comete un delito -si aceptamos que en
algún caso lo sea—? ¿Cómo habría que hacerlo?
Desde un enfoque restaurativo, ¿qué otras for-
mas de respuesta al delito podemos imaginar y
cómo deberían ser para ser eficaces?

Para responder a la pregunta de cuál serla una
respuesta "Justa" a un niño o n!ña que cometió
un delito, deberíamos tener un consenso que
exprese una definición social y política de qué se
quiere cambiar, para qué y cómo se van a lograr
los resultados deseados, y esto no debe pian-
tearse en un contexto electoral o de conmoción
social por un delito grave cometido por un niño.

¿Qué habría que cambiar y bajo que justifica-
don: una ley o un sistema? De acuerdo con
cómo respondamos estas preguntas, serán las
soluciones que habría que implementar; ¿Cuán-
do y cómo hay que hacer los cambios? ¿Nos In-
teresa cambiar una ley o cambiar la reaiidad de
los niños?

1 - Cf r. BELOFF, Ma fy, ¿Qué hacer coi) la justicia ¡uventf?. Buenos Alres.AdHoc.2016.
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Tradidonalmente los debates en cuanto al delito y
¡a pena juvenil se han concentrado en los aspectos
vinculados con la edad mínima de responsabilidad
y tas sanciones/ en lugar de indagar acerca de las
exigencias del Derecho internacional de los dere-
chos humanos. Está claro que la recurrente pro-
puesta de reducción de la edad penal no sólo está
prohibida por el corpusjuris de protección de de-
rechos del niño, sino que también resulta evidente
su ineñcada2. En genera!, estos debates ignoran las
dimensiones nomnativas y empíricas de la justicia
juvenii en el país "en especial, en e! orden locaP—
tanto como los desadertos del proceso de reformas
latinoamericano.

En esta oportunidad, y a partir de las exigencias
del Derecho internacional de !os derechos huma-
nos, me interesa compartir algunas reflexiones en
un intento de que buenas razones teóricas puedan
contribuir a la generación de buenas prácticas y po-
¡fticas relacionadas con procesos de justicia restau-
rativa que redunden en un mayor reconodmiento
de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

11.1, No es posible soslayar la experiencia de las
últimas tres décadas áe reformas legales en Amé-

rica Latina dirigidas a incorporar el amplio corpus
}uns de protección de derechos humanos de niños
a! derecho interno de ¡os países de la región4. Este
proceso transcurrió con una desconexión mani-
fiesta de las dimensiones materiales reales de los
problemas que pretendía resolver. Un cuarto de si-
glo después, y más allá de que las leyes aprobadas
sean, por lo general, impecables desde e! punto de
vista de la técnica legislativa y de sus finalidades
poiítlco-criminaless, poco se modificó en la real!-
dad sobre la cual estas leyes pretendían impactar y,
en algunos casos, la situación se agravó aún más.6

Cuando uno discute Derecho pena! discute un mo-
délo de Estado/y eso es lo que nosotros no hicimos.
El proceso de reforma legal latinoamericana transt-
tó sin pensar cuál era el modelo de Estado que se
discutía y, en general, se redujo la edad penal sin
pensar en fos derechos de protección que se per-
dieron en el camino,

Lgs reformas latinoamericanas no tuvieron un im-
pacto significativo en la reducción de la violencia -
discurso que sostenía la incorporación dei Derecho
internacional—, sino que tuvieron otro ÍmpacEo:
acercar al Derecho penal de menores-antes de ma-

2-Un análisis deltema en BELOFF, Mary, El eterno fetorno^bajar la edad mínima de responsabilidad penal, enTemas de Derecho
Penal y Procesal PenctÍ, Buenos Atres. ERREOS, abril 20Í9, Ano ¡,págs, 55/67.
.3- £n su mayoría, las provincias han adecuado sus iegistacfones dios m<Ss mocíernos estándares internacionales de protección
de derechos humanos del niño.
4- Cfr. Corte ÍDH, caso i'Nlños de ¡a Calle (Villagrán Morales y otros) vi, Gucilemala'', Fondo, Sentencia de
1999,Set¡eCn'°63,páff. lff4,
5- Entre muchas otras: [¡rostí; Uy na 8.069 "Estatuto del Niño y def Adolescente de Braíií'1 (ÍWO): Colombia: Ley n° 1.098 "Código
de/a^/ancfóytó(trfo/escencto'^200^;Ch//e:íeyno20,06'4'fttaü/eceyns/stema^^^
rfor:le/n'róO"C¿rffgotíe/tiM/iezy^do/e¡cenc/a''pO(?3Ji,Gyatómato^^
{2003¡;Nkaragua: Ley n<l 28? "Códlgú de Ía Niñ^y ¡a Adolescencia' () 99SÍ; fiepúbHca Dominicana: Ley no 136 "Código para el
sistema depfotecdón y los derechos fundamentaíes de nfños, niñas y adolescentes" (2003).
fi~ De esta situación dw cuenta diversos ofgantsmos ínteifícicíonalvs de protección de derechos humanos. Pueden consuttafse,
entre otros. Comisión IDH, InformK de la Refafwla sobre Derechos de ¡a Niñez, M)usticla juvenil y derechos humanos en tas Amé-
ricas, Doc.7S.del ^3vÍ6¡utíode20í};ysWofend9,niñezyalmefíOfQanizQdo',Doc.40HS,deí)idenw}embT&de20i5.Porotro
lado, también pueden consultarse los Informes de oirás wganlsmosi ,comoppr efemph fos diversos In formes del Observatorio de
Derechos de los Niños, Niñas y Jóvenes en Honduras, Casa Alianza, dlíponlble en http;//casa'oflanza,org.hn/new.casa-<i¡ianza.
org,hn/!n<Íex,php/o¡>servatortoWmÍt=1S&start=o,

triz tutelar clásica— a! Derecho pena! de adultos.
En otras palabras, si bien aparejó una "ganancia" en
términos de derechos de defensa -centralmente
debido proceso—, como contrapartida, el proceso
implicó !a pérdida significativa de los derechos de
protección de los niños que, en materia penal Ju*
veni!, significa prevención/ (esto es, cumpiimiento
de las responsabilidades de la fsmiifa, la sociedad
y de! Estado hacia la infancia -aseguramiento de
DESCsm), especialidad en el proceso, y reintegra-
clon social8.

Una ley mejor en términos de los estándares más
modernos de derechos humanos constituye, por
un lado, un Imperativo elemental de justicia y, por
el otro, cumple una función pedagógica positiva

tanto en et psiquismo como en los procesos de so-
ciatízación secundarios9; por lo que una mejor ley
puede contribuir con el adolescente en la construcn
ción de vínculos no conflictivos con su comunidad
de modo de fograr su verdadera y susEentable rein-
tegración social.

2. Tanto la Corte IDH como et Comité de los Oere-
chos de! Niño han derivado el derecho a una res-
puesta pena) diferenciada del derecho de los niños
a su-protecdón especia! (cfr. art. 19 de la Conven-
don Americana)10.

Esto no slgniñca perder de vista que una ley que
regule la respuesta estatal ai delito de las personas
menores de edad sea una ley penal; sin embargo,

7- En materia penal Juvenil, los debates en la región hasta ahafa giraron en torno a qué hacer una vez que el fítño comete un
delHo. El llmttado alcance del debate expresa to que hemos denominado "traducciórí /afínoafnerfcana dei coipus juris y se
explica porque fueron los penaflstas -qutenes por regia se dedican ajitstlfícaryHmitarla reaccfün punitiva estatal- los que mo-
nopallzofon oftglnafmente el debate sobfe el alcance y caractetfstkas de la refoíma. L(t idea de }a prevención del deilto 'fue una
gran ¡ntukíón potMca del positivismo -eícuela que Instafó la ¡dea de que el Kstadodebfa intervenir antes dequese cometiera un
delito-. Aunque pfobíeffídtlca, no es en sí misma cwtraintlutiva, al punto de que no salo no ha sido abandonada, sino (¡ue ¡as
normas internacionQles priortzan la prevención sobre aspectos represivos. El problema estuvo en eimCKCo teóiko en et qw se la
desarrolló y en las políticas que se ¡mpSementaron en su nombrei que tuvieron consecuencjas teríibfes para la humantíad (Cfr.
BEiOFF,Mary,Defechodelntño.SupfOtec<;tóne5pei;laf en el slstemaÍMeramerlcano,8wnos Aires, Hammurab¡,2'ted¡dón, 2019)
8' BELOFF, Afd/y/ Derecho del niño. Su protección especial en e¡ sistema interamerícaoo, ob. clt.
9'Et modelo Italiano^ justicia juvenil es un buen efemplo de to aquí sostenido. Cfr. PALOM8A, Gaetano, H shtema detnuovo
processo penóle mlnorile, Milán, Giuffré, 199 í;w español, Sfstsma del nuevo proceso pena! det menor. Sueños Aires, Eudeba,
2004: una lectura cfftico Ineludible al modelo tegat pfevio, DE LEOi Gaetano, La giustizia del mlnori, Turfn^ GluHo einaudl, 1981:
en español, ia justicia de menores, Barcefwai Teide, 1985.
JO- De acuerdo con ef Comité: los n/ñoí re íSSferencian de !ús adultos por su (tesarrolto tanto fhico como píkológko. En virtud
de esas dífeiendas, se íes reconoce una menor culpabilidad y se les aplica un sh(ema distinto con un enfoque cliférenciado e in-
c//i//(/udteürfo.5eharfemoífrat/oquee/contactoconc/i/itemodfi^ust/c/ap?nafpe^tf((/caa/osrtfñoi,a//N/tórsuípos/&///da
de convertirse en odultos responsables", agretgó que: "{,..) lo respuesta que se dé ai ífefífo (íebe sersiempfe proporcionada no
solo a las cfKUfístanclasy la gravedad c/e este, sino también a fas dfcunstancías personales (la edad, la menor ciilpabWdad, las
ctrcmstancias y necesidades dé/ ntío, Incluidas, si procede, las necesldudes relativas o su salud mental), así como a /os divefsas
necesidades dé la sociedad, especialmente alargo plazo. La apítcaciófí de un método eítfictíimente punftívo no ie ajusta a ¡os
principios básicos de la justicia juvenil enunciados en efart. 40, párr. Í, de la Convencían. Cuando un niño cometa un 'delito gra-
ró/sepodrócomtóeroftóap//cactó«demfftífdaspropoftíortü/eia/<]icfrcunsf(jncfasde//n/^^
tornará en cons{cterac{tíff {a necesidad de segurídad publica y de sanciones. Se debe tener en cuenta effnterés superior def niño
como considñradón príníordíati así como la necesidad de promover w reintegración en ¡asocledad", Obsef vacian General na 24
refatlva a ¡os derechos del niño en el sistema (Sejustkw juvenil (2019¡, párrs. 2 y 77. La Corte ÍDH sostuvo que: ''¡UQ medida que
deba dictarse como cowecuencla deta comisión de undellto debe t6ner como finalidad ¡a reintegración <íef niño a la sociedad.
Por ¡o tanto, ¡a praporcfwafftíad (fe Ía pena guwda eslfecha refación con ¡a fínaffdadde fa mSsma (.Jff, caso "Mendoza y otros
vs. Argentina", Fondo, Seríe C no 260, páff. 165. En sentido similar, Reglo J7.T tíe /(TÍ ñeglas de Beijtng. Un desaríolto exhaustivo
del derecho ds tos niños a su protección especial en BELOFF, Mary, Derecho de/n/no. Su protecdón-éspecta! en el sistema fntera-
merkano, ob, dt. 33



si bien debe precisar límites daros a la actividad re-
preslva estatal, no está habilitada a desarrollar ni a
adjudicar los casos dentro del sistema penal gene-
rai, precisamente porque e! propósito de la sanción
penal juvenil no es el castigo sino la reintegración
social (CDN,art 40.1).

Si bien ello no debe generar la confusión de creer
que es ¡a justicia juvenil )a que debe suplir las de-
fidendas de los sistemas de protección de los de-
rechos de los niños y los adolescentes, sí se debe
advertir sobre las regresivas tendencias que, como
se indicó, han evidenciado los sistemas penales ju-
verujes latinoamericanos, de acercamiento a fa jus-
ticia penal general, mediante reducciones de edad,
de, transacciones de garantías en cabeza de sujetos
con competencia restringida11, de aumentos de
penas privativas de libertad, áe transferencia a ¡os
sistemas penitenciarios en la etapa de ejecución12,
entre otras.

Es fundamental tener en claro cuál es la función de
la ley, para qué se la requiere, cuáles son sus límites
y potencialidades. Indudablemente, una tey penal
Juvenil puede indirectamente coadyuvar en ta pro-
tecctón de derechos económicos, sociales y cultu-
rales de los adolescentes infractores si se articula
adecuadamente con ¡os sistemas de protección,
pero ello no la justifica n! le da sentido. Esto resulta

relevante en tanto todas ¡as respuestas restaurati-
vas se acercan a los deberes estatales de protección
de derechos a la vez que se alejan de ¡a actividad
estatal represiva.

3. Otro aspecto que debe ser considerado en ios de-
bates sobre justicia Juvenil y que no se ha logrado
resolver, es la relación entre ¡os juristas y otros pro-
fesjonafes dedicados a la intervención psico-sodal
con adolescentes infractores. Quizás la importancia
exagerada que se ha adjudicado a la ¡eyen las cues-
tiones relacionadas con la protección y defensa de
los derechos humanos de niños se deba a que por
mucho tiempo ¡os juristas se mantuvieron al mar-
gen de las reflexiones respecto de cuáles eran los
problemas legales que tenían ¡as ¡eyes espedallza-
das en menores y de cuáles deberían ser las carac-
terísticas de un mejor derecho para aquellos.

En la actualidad no se plantean dudas teórlco-con-
ceptuales ni dificultades técnicas respecto de cuá-
les son los iineamientos generales, los principios
rectores y tos derechos y garantías de un derecho
adecuado para tratar con los niños en el derecho de
familia como en e! derecho penal13.

Lo que no se ha generado en Latinoamérica -a
diferencia de otras regiones- es un conocimiento
sistemático, riguroso, eficaz, tanto de la situación

} í' Eljijkto abreviado es un ejemplo de ello. Sobre ef tema, 6£LOFF, Mary; FREEDMAN, Diego; KIERSZ£NBAUM, Mar¡ano;y TE-
RRAGhi, Martlniano, LafusikÍajwenily ei)uido abísvlado, en M. B£iOFF (Dír,}, Nuevos problemas de ia justicia jwenll, Buenos
Aires, Ad-Hoc, 20 J7.pcigs.139/i8S.
12-BELOFF,Mary;yTEWAGNI,Martfníano, Laextenstón deípfinci^
menores penalmen te responsables cuando adfjuteren la ffiayorla deedacf, en M. BELOFF (DÍr.), Nuevos pfobiemas de la justicia
juvenil, Sueños Aires, Ad Hoc. 2017, págs. 28 í/297.
13- Sobre el tema, véanse, entró otras, Jasctlverscis Obsefvaclwes Genero/ü de¡ Comité de los Derechosdet Niño, Por su parte, la
Cortó IDH, en numerosa decisiones, reconoció ta existencia de un trato diferenciado como expresión de ¡a protección especíala
la Infancia en un proceso pénah "(£)s evidente que ¡as condiciones en Idí que particfpa un niño en un proceso noson las mísfnds
en que lo hace uh adulto (,..} es Indlspensabfe reconocer y fespetar las diferenchs de tmto que corresponden a dífe^^^
situación, entre quienes participan en un procedimiento (,,.)'¡ Opinión Consuttlva fío \7i "Condtciün Jurfdfca y Derechos Huma-
rtoi del Niño", Serie A na f?, páff, 96, Asfmísmo, sostuvo gufi; "l5]i bten tos derechw pfocesales y sus correlativas garantías son
apdcabtes a todas fas personas, en el caso cíelos niños al ejercido de acfwtlos supone, por las condiciones espedales en que se
enwentran /os menores, la adopción ds medidas eípec/ficas con el propósito de (¡ue gocen efectivamente de dichos derechos
y garantías {.,,}" (párr. 97). Véase, 8£LOFF, Mwy, Derecho dei niño. Su protección especial en el sistema Iritenimerlcanú, ob. cit

^S^¿^^^3^]^^^^:^i£-iS^is¿¡i;_.;.^:'^¿^¿¿.¿.;.^_

concreta en la que se encuentran !os niños, como de
las mejores prácticas en materia dejusticiajuveni!.

Hoy la responsabilidad de continuar con el proceso
de transformación de ¡a justicia juvenil no correspon-
de ya exclusiva mente a los abogados o juristas, sino
a las disciplinas vinculadas con la intervención social
y psicológica, que son las que deben asumir e! lide-
razgo en términos de encontrar nuevas y eficientes
formas de intervención.

4. En Argentina, en las úitimas dos décadas, las pro-
vincias, en ejercido de su competencia locaiu, apro-
barón leyes de protección a ia niñez y procesales,
conforme a fas estándares internacionales de dere-
chos humanos15 e iniciaron procesos diferentes de
reconocimiento de derechos y garantías de los niños,
aunque no se hubiera modificado la legislación de
fondo y aún con diseños institucionales antiguos'6.

Con el!o no pretendo sostener que no sea necesa-
rio reformar ¡as ieyes, sino advertir que si lo que se
procura lograr es aquello que sea más benefido-
so para los niños en particular y para la sociedad
en genera!, no se debe soslayar la dimensión de
fa realidad (la apiicadón misma de !as leyes). Por
otro lado -y mientras se aprueban leyes mejores-/
¡os ejemplos mencionados revelan que es posible
desarrollar buenas prácticas respetuosas de ¡os de-
rechos de niños y adolescentes, aún con ¡eyes que
requieran su actualización.

111.1. Las respuestas no penales en la justicia juvenil
presentan algunas pdrticularidades que, de forma
resumida, merecen mencionarse.

La expresión "justicia restauratfva" {restaurattvejus-
tke), en nuestro medio, no coincide, en general, ni

H- Cff. BEÍ.C1FF, Mary, Constitución y derechos del niño. en fíftOfír, Mwy (Coor<f.}, tít protección a la infancia como derecho
público prwinctal, Buenos Aires, Ad HaCfpágs. 17/74,2005.
15- Catamarca: ieyn9S3S? "Proteccián integral de los derechos de tas niñas, niños y adalescwtes" (20Í3); Ciudad Autónoma de
Buenos Aires:Ley n" f Í4''Pratecclón Integraf de los Derechos de tas Niñas, N}ñosyAdc)íescentes"(1999)y Ley na 2451,''Régimen
Procesal Penal Juvenil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires" {200?¡; Córdoba: Ley nf 9,944 "Promocfon y Piotecdón Integral
de los Derectws de las Niñas, Wños y AdotsscnnteS en fu Píovínda de Córdoba" (201 í), Choco: Ley no 2086 "Ley de protección
integraldedefechosdenlñas,niñasyadolQScente5"—antes Ley 7Í62—(20Í 2} y Ley 2950-M "Código ProcesaÍ de Niñez. Ado^^
cenday Familia''(20t9};Chubut: Ley fllno21{antesley4347)'LeydePfút6ccfón)ntégralde}aN¡ñe^laAd^^
fJ998A?nfre/?fo¡;téyno9867''PfOtecd<in/nfegroróe/o5(/eróctío5de/rt/ño,e/orfotescenteyfa/amf//a"f20^^^
"LeydeProteccÍónde¡aHlñez,Adotescenc}QyFamlUa°{3002)yLeyna472ÍXfeQC¡óndejuzgQdosdemenores"{Í994};LaPam^
Ley na 2.703''Aiiheslónalos artículos ¡aa4íde¡a Ley Hadonaln'i26.06í y a los artfculosperth
n° 415/06" {2013} y Ley nv 12?0 "Régimen de Protección a la Minofldady la creación del fuero de familia y e( merto? en et Poder
Judicial" Q 990), ta Moja; Ley no 8848 "Protección integral de los derechos del niño, la niña, e! adolescente y la fctmlHas (2010);
Mendoza: Ley nf)9í39'ISl5temc¡ integral deprotecdón dé derechosde niños, n¡ñasyadolescentes"{20Í9)y Ley [i<16354"fíégtmen
Jurfdko dñ protección de la mhorldad" (1995); Mfshnes: L&y II na16 (antes Ley 3,820}'Ley de Protección tntegrat de los d^^
de niños, niñas y adoiescentes" (2010); Heuquén: Ley na 2302 ''protecdán tnfegral de la Niñez y Adolescencia" (2000]: Provtnda
de Buenas Aires: Ley nf Í3.29S "Promoción y Protección integfat de tos Derectws de los Niños" (2005} y Ley no Í3.634 ''Fuero de
FamHla y Fuero de ResponsabWdad Pena) Juvenil" (2007); Rfo Negra: Ley na 4.109 "PrQ(ecci<'>n Integral de los Derechos de Niñas,
<ie¡osN¡ño5ytosAdofescentes"{2006};Sa¡ta:Leyn°7.039'leyiíePtotecdónf¡eNfñezylaAdolescenc!Q°(1999}:SanJuan:ieyn*
727-C (7338) "Protección Integwl de los derechos de todos tos niños y adolescentes" {2003}; Santa Cruz: Ley na 3062 "Pfütecclán
íntegra! de hs dereciwí de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren w elterf Horío de la provincia de SúntaCfUZ" (2009);
5ontóFff;leyna)2,?$7Tfomod(inyproteccfórtmtó3ftífde/05^efec/)osde/asnf/io?,ntíosyoc/o^scentósBfóíW$^^^
Kstew Ley n"6.9Í5 "Pfotecdán Integral de niñas, niños y adolescentes" (2003); Tierra del Fuego: ieyfí" 52 Í "Ley de Protección
Integral de hs Derechos de Niños, Niñas, Adolfácentes y sus FQmil¡asHÍ200 V, y Tuwmán: Ley na 8.293 fProt6cdóhhtegm^
derechos de (a fvimtlio, délas niñas, niños y adolescentes" (2010).
16- £n este sentido, cabeseñatdr tGmblén la sostenida transformación de Íafurlsprudencia de la justicia de menores en el ámbito
nacional en razón del trabajo de ios actores que inteivsenen en ella y a otros factores estructurales como la renovación acadé'
mica y genefacfonal de la Justicia penal federaly nacional. Sobre ei tema puede conwltarse SELOFF, Mary, FRE£DMAN, Diego,
y TERñAGNI, Mwfintaiw, Las decisiones de ¡a Corte Suprema de Justicia de ¡o Nación en materia Renal juvenH, en fvtary BELÓFF
(t}!r.), huevos problemas efe ta justicia ¡wenlt, Btienos Aires, Ad Hoc, 20) 7/ págs, 39/B5, ' ~- 35



¡Si
con ias nociones de justicia ni tampoco con aqué-
lias vinculadas con las diferentes ideas de repara"
don del daño causado por e\ delito17. La laxitud
de su definición permite que pueda ser aplicada a
situaciones distantes de nuestra idea sobre lo que
puede resu!tar"justo"t8. Ello adquiere relevancia en
!a justicia Juvenil, donde se espera que cumpla una
función clave respecto de ja reintegración social del
adoiescente -que se relacione de manera no con-
flictiva con su comunidad en el futuro y que com-
prenda el valor de las personas y sus derechos—19

Se impone asimismo reflexionar acerca de los ma-
tices de ¡o "resta urativo" (en qué contextos, con
qué alcances), la Justicia restaurativa no implica
necesariamente una solución "blanda"20 ya que el
contacto es personal, directo y, en ocasiones, muy
emocional.

En relación con ei contenido jurEdico, lo que se en-
tiende por "justicia restaurativa" es muy diverso en
las normas irtternadonales21 y también en !as Íegss-
laciones Íatínoamencanas. Esto no debería sorpren"
der ya que, si Ía definición teórica no es clara y es
ajena al ámbito legal, sería extraño que las normas
específicas lograran resolver }o que no está resuelto-
en otros órdenes; más que debatir definiciones, hay
que conocer las prácticas y soluciones que ya se es-
tan impiementando y que se derivan de cada caso.

2. Un amplio sistema de respuestas restaurativas es
uno de los componentes centrales de una justicia
juvenil que respeta materialmente e¡ principio de
especialidad.

En el mundo anglosajón, la justicia restaurativa se
conoce como diversión (CDN, art 40.3 ,b); se trata de

17- Deawerdo con Tony MAR5HALL, lajustlcía restauratlva es un proceso en el cual todas las paftes que tienen alguna clase de
Interés en un conflicto subsumibte en un tipo psnaiqus haya tenido lugar en una comunidad ss reúnen pora resolver colecfíva-
mente cómo fívSlaf con las consecuencias de ese crimen y con suí efectos e ¡mplicandas para el futuro {"Crímlnat mediation m
<jróar8r/tó/nÍ950-»?9tí^nfuropean^oumafonCf;m/no/Po//cyand/esearc^pág^2)-43rftódoenMOfifiK,/t;/;SDnyGa
MASWELL {edí.}, ñestofútlvejustice forjuvenfies. Conferenctfñg, niecHcttlon (indd{Cl6s, Or^on, Hart, 200}, Cap. 1, pág, 5)
f8- La victima tal vez acepte tos términos </e una mediación (¡úf^us etlo le ''comfene" o el Imputado acepte someterse a estos
prúcedimlentos, también porque puede fesultaríe cowenmnte, pero efío no tfnpllca que e! acuerdo alcanzado sea un acuerdo
"justos, sino cow&niente para una o fifnbas partes.
¡9- ar.CDN.wt.40.
20- "Ef\ et entusiasmo por la mediación es ¡mpof(ante no oividar que ¡os rltwles y arreglos en los tribunales penales pueden
tener fmctones protectoras Importantes, Cuando ¡as tensiones se dlesatan/ Incluso hasta Íaylatencla Inmediata amwoza, los
solemnes y a veces también completamente tediosos y abun Idos 'rítuaies en el aparto penal pueden tener un efecto calmante.
(...)Elsistemade mediación pue^6S8Tfácl¡meñteperv6rtídoent(}bunaíe5Jweni¡e5dis{razados(,,.)io^uese^es^^^
tríbunaleí (...) es fa [cprestón de tos nWosw, CHRfSttE, NHs,A suítable amountofcrlme. Í-ondres, Routtedgs, 3004 (w español, Una
sensata can Udad de delito, Buenos Aires, Editwes del Puerto, 2004, págs. Í2Í/2.Í
2^ CDN, art 40.3: "Los Estüdos Partes tomarán todas ¡as medidas apropladaí para promover 6l establedmtento de leyes, pro-
cedimtehtos, autoridades e tnstftuclones especfñcos para tos niños de quienes se alegue que han fnfffngldo fas leyes penales p a
qu^neíSeacyíeodec/tíré(-u/p<ib/esdeAo¿erfrifrh¿/doe^üs;eyes/yenp()f(fcyfor:U¿>/Sfemprtíque^
¡a adopción de fnedldas paratratw a esos niños sinrecwrír a procedimtentos fudlclales, en el entendimSento de que se respeta-
fán plenamente tos dewchos humanos y las garantías iegaies {. ..}. DhecWces délas Naciones Unidas para ¡a prevención de la
delincuencia juvenil (OfTectríces A fílaá) Directriz tín; "Deiien cnwrse servidos y programas con &ti5e en fa comunidad para la
prevención de la delincuencia juvenil, sobre todo si no se han establecido ^t^^^
tía ha de recwrlrse a organismos oficiales de control soclaí" DSrectrU 57: "DeberfiJ considerarse ¡a ppsMfdad de establecer un
puesto de medtador o un órgano análogo independiente para tos jóvenes que garantfce el respeto de su condición jutfdka, sus
derechos y sus intereses, asi como la poslWiddd de remitif Idí casos a los servidos disponibles (.. J El mediador u otro órgano
publküfía períódkamente un infütmésobre los progresos aicanzados y las dlñcuhades encontradas en el proceso de apttcadón,
Se deberían establecer taffiblén servicios de defensajwfdica def niño (,. J"

formas composfdonaEes que dan una respuesta de
sofudón a confifctos y a los altos costos del acceso
a la justicia formal22. Esto es, en caso de que ocurra
un hecho subsumible en un tipo pena!, es posible
derivar el asunto -sin ningún contacto previo con
el ámbito pena!, ni siquiera policial (aunque es casi
Imposible de impiementar con taf alcance en ía
práctica)—, a una instancia comunitaria de soki-
don de esta dase de confííctos23.

De acuerdo con la Jurisprudencia de !a Corte fDH, e¡
principio de especialidad aparece como la traduc-
clon de) derecho de los niños a su protección es-
pedal en la Justicia juvenil24. Esa traducción irradia
sus efectos normativos y polítlco-criminales sobre
todos los derechos /garantías de la justicia penal/
tanto sustantivos como procesales y, especffica-
mente, tiene efectos en tos mecanismos restaura-
tivos25.

El Comité de Derechos del Niño, en la reciente Ob-
servación General no 24, distingue ¡as "medidas
extrajudidafes" de ¡as "intervenciones en ei con-
texto de procedimientos Judiciales (disposición)"
Las primeras son aquellas"(,.,) que evitan recurrir

a procedimientos Judiciales (...) [e] implican derivar
asuntos fuera del sistema dejusticig penal oficia!,
por lo genera! a programas o actividades"26; ellas
sólo deben utilizarse cuando existan pruebas con-
vincentes de que el niño ha cometido ei presunto
delito, de que con información adecuada y espe-
cífica, junto con asistencia jurídica y de otro tipo,
reconoce su responsabilidad "libre y voluntana-
mente'; y de que este reconocimiento no se utilí-
zaráen su contra en ningún procedimiento judidai
posterior27.

En relación con fas "Intervenciones en el contexto
de procedimientos Judiciaies (disposición)" señala
que se deben "ofrecer ampiias oportunidades para
aplicar medidas sociales y educativas y limitar es-
tríctamente e¡ uso de la privación de libertad, des-
dee¡ momento de fa detención, a lo largo de todo
el procedimiento y en la sentencia" y que se deba
asegurar"(...) un servicio de iíbertad vigilada o un
organismo similar con persona! competente que
garantice recurrir, en ¡a mayor medida y con ¡a ma-
yor eficacia posibfes, a medidas como fas órdenes
de orientación y supervisión, ia libertad vigilada,
el seguimiento comunitario o ¡os centros de pre~

22- Los/uÍdos penales se resueíven en más del 90% por mecanismos dejustkla notaría! udmifítstrativa, en negociaciones entre
dñscat y la defensa, algo similar a¡ juicio abreviado.
23-Esto requtere de mecanismos comunitarios muy afíanwdos y probablemente sólo pueda ser ¡levada a cabo en coinwidades
pequeñas, ya que ta dinámica de las refacíones soclaleí y la vida en grandss centros wbanos no facíUtw w utHizacfón.
24- Corte ¡DH, Opinión Consultiva n" 17, clt. párrs,9S, 98, W^W9;casos "Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay", cít.
páffs. 2 W, 211; "Mendoza y otros vs. Argentina", Ex.cepclones Preflmínares, Fondo y fíeparacíones, Swtencia de 14 de mayo de
2W3,5er¡eCnl>260,párfs. 146, Í5Í. i 63; ent fe otros.
25-Cff. Corte IDH, caso ''fnstítuto de fíeeducaclón delMsnorvs. Paftíguoy", dt, párr. 211. También, el Comité de Derechos Hun)a-
nos, en eKomsntarfá nv 32 "El de fecho a un juicio Imparctal y a ¡a igualdad ante los tribunales y cortes de ¡usttda", sostuvo que:
Stemfire^ue sea aproptót/o, en particular cuando se trate de rehabitítar a hs (nenwes que presuntamente hayan cometido actos
proh/fctío5poreróerectíopenfftde6erónprereriemet;tíüid/itíntóíde/oíproce<//m/ento¿ytfdfetafe5,como/dmtíc/fari(íneñí?e/
autwyla vfctima, confefendas con !a familia del autor, servidos de orientación y apoyo psScoiúgica, ssrvldos a la comunidad o
programas educativos, a condición de qw sean compatibles con los fequlsltos del Pacto y otras normas pertinentes de derechos
humanos." (pan. 44)
26- "{...¡Además dñ evitarla estigmatlzación y los antecedentes pefíates, este criterio remita positivo para tos niños, es acorde
con ¡a seguridad pública y ha demoítradoserecanómico". Comité de los Derechos del Niño, Oüsefvactón Genero/ n°24, cit., prfrr.
f5. " " '

27- No pueden incluir la privación de libertad y, cuando se cumpla con la mecildci wtrafudicítil, se débs considerar cefrado deñ-
nttívamente e{ caso. (párr, 18).
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sentaclón diaria obligatoria y la posibilidad de una
puesta en libertad anticipada"28.

3, La introducción de una vía reparatorla dentro del
Derecho pena! conSieva una discusión respecto de
cuáles son los alcances materiales de una solución
que realmente resuelva el conflicto de forma tai
que se restablezca la paz social. Estos mecanismos
alternativos reparatorios comenzaron a implemen-
tarse en América Latina luego de la aprobación de!
Estatuto del Niño y el Adolescente en Brasil y por la
Incidencia de las Reglas de Naciones Unidas para la
Adminfstradón de la Justicia de Menores (Reglas de
Beijing)29,en el entendimiento de que se trataba de
untlpo de mecanismo de exclusiva aplicación en el
ámbito de la justicia juvenil.

Las leyes latinoamericanas prevén formas alterna-
tivas en fas dos variantes Indicadas, bajo diferentes
formatos jurídicos: como Justicia restaurattva pro-
píamente dicha, como conciliación, como media-
clon, como aplicación de criterios de oportunidad
reglada -facultad de ejercicio discrecional regulado
de! Ministerio Público Fiscal-, como remisión -prin-
cipio de oportunidad aplicado a la justicia juvenil-
o como suspensión áe) proceso a prueba30.

En Argentina, respecto de !as soluciones o meca-
nlsmos procesaies, el Derecho público provincial
contiene en muchas jurisdicciones dispositivos
procesales que Incluyen mecanismos asímffables o
cercanos a ¡o que se entiende por "justicia restau-
rativa"31, Al igual que lo ocurrido con las leyes de

?9- R¿S¡apsnÍ'fnimas de fas Naciones Unidas para la admfnhtmclófí de /a/us»c/o ^mwore_<(fi^,ide,8ejK"^^^SIdle^'S'T'ambt'é'^^^^^
KK^58Ta"^r^'ctoO&^c7tínGw^
^&r2yH§oeStr&;^odeWtío^^rfofe^
3uun^SeureufpuoMQbW^^^^^u&Seo^?ÍKny%E^^(Íe^^S'y'p^p^Sd'e/L"/a^G^íe^^^
Te^tó'^'oS^mn^QC^ant¡ü^^^^^

^^ró,:'3^'^b^ño57^f^
fn^^ó^'pa'rae1'sl^m^^^^^

^sáss^^^^^^^
7róc'ü'e'nlctó^"cró^ctí^argent^o^fa5t;5pen^

^Z^^^f^o'on3to'^:fn^^^^
o;Tbten^7ron^t7^ntó7efo~WcHma«ocsW^

'seDuedCT7mofIementarcomod;^^^ en que en este üíttmo caso ni siquiera se ha Iniciado wpwcesopw^S^SZ^aZAUüKm7^8^'^^
SS^s"u^A^rmuio''^rfi/to^^^^^
X"yl^d^^g^'/or^^
de f6S'o)ucf6n de conñktoí), y e! art,

Autónoma de Buenos Aires", Título Vtll (Vtas aicematwas [aessi^I^^SÍSSSS^^S%S
"KeS^S^l^^u9"a"tór^y"°M^:7,ya^roS^í?S^%^^^^% toY^^

Ü;W^;U^^':Z302^o(.ctí(ÍnfH^^

t/efüprov^'ctó(ieyrtot;/92^/CapJ^art.404f5uspef)Stón^

^
m'

W^K-::

protección de derechos de ios niños (connpetencia
locat), en muchas jurisdicciones ios procedimien-
tos dirigidos a tratar con menores imputados de la
comisión de ilícitos penales han Incorporado estas
formas nuevas y más eficaces de administrar estos
conflictos de acuerdo con los estándares ¡nterna-
clónales,

En el lenguaje de estas normas, se llama remisión a
lo que técnica y conceptualmente no es más que
una forma de lo que en derecho procesal penal se
conoce como "principio de oportunidad procesal";
la facultad discrecional del Ministerio Público Fiscal
para resolver qué casos se Devana ¡a Justicia penai y
qué casos no3;. Esa discredonalidad debe desarro-
liarse dentro de regulaciones marco ya que, a dife-
renda del modelo adversaria) anglosajón, nuestro

modelo procesa) está construido sobre ¡a base del
principio opuesto que es el de persecución penai
pública o de oficio de todos los delitos de los que
tome conocimiento el Estado (principio de legafi-
dad procesa!)33,

La dificultad que se piantea en ta práctica con to-
dos los mecanismos y/o salidas alternas a Ja justicia
juvenil o al juicio, se vincula con e¡ contenido dei
programa y/o de ¡a reparación que se determine en
cada oportunidad. Como en la mayoría de los ca-
sos se utilizan estas formas por remisión al sistema
procesal penal de adultos, su ImpÍementadón pier-
de de vista e! principio de especialidad e! cual, de
aplicarse, introduciría una finalidad sodoeducativa
o de reintegración social en el mecanisino o medE-
da. Párese motivo una aplicación automática de !as

32-Por ejemplo, en Entre Rfos, la ley n" 10.450, en etait. U 2, dispone que la remisión ffes ¡a medida por la cual se evita la apertura
de proceso penal al adolescente punible Q!e lo wduyedefrnísrno una vez ¡^^^^^
éste pudiera úcaslonara su desarrollo iníegraf" {wrsfws agregcicias), Establece que; J°5á/o podrá utHizarse cuando se disponga
de pruebas de que eí adolescente ha cometfdo el deHto que sé le endílga, que no se ha efercidlo ¡ntímídación o presión sobre é¡
para obtener esv a(lm¡sfón y que ese consentimiento no se utlllzwá contra él en ningún procedimtento legal ulterior. Deberá
informarse a¡ adolescente en forma adecuada y específica sobre la notwaleza, el contenido, ¡a duración de ía medida y las con-
s&cuenctas de su Incumplimiento, Las actlvidactes que reafice el (jdafescente coma consecuencia déla Remisión delcaso deberán
ser de sencillo cumptímiettto, estar de awerífo con su edad, su dewrollo, sus potencfaliiíades y expfesamente (/eterm/oodas en
cuanto su naturaleza y dwactón'1 (art, 1 13). No procede "cuando se frote de infmcdones tlptficadas como delitos dotoíos wntra
la vida, la Integridad sexual, lesiones grwlslmas y/o cometidos con armas1' (art. ) 14). El ñscat puede dtsponería, "QÍ momento
de ía apertura de la investigación o luego de la audiencia de imputación y en cualquier etapa posterior'! con acuefdo del oc/o-
lescente y su defensor, "cuándo el adolescente se comprometiera a seguir un progeama deoftentaclórí, para lo que con buen
criterio se requiere un dictamen ai equipo técnico Interdlsclpllnarío sobre la comeniencta de ta medida '(art. f 15'}. Las pautas
de conducta y/o la remisión a programas wmunltariw o de orientación son dispuestas por elfuez o tribuna! en una audiencia
común/ previo acuere/orfc jporfci y de/ querellante, si /o hubiera (wt. f ró^. í.o remls/án ''quedará po¡ fuera deí proceso pena), el
cual quedará paralizado y los plazos suspendidos a partir del acta de cwcesfón" (art. Í i?}. El tiempo máxímo'de la lemhión es
Un año: cumplido este fílbw, SÍ el adolescente cumplió las pautQS y no fue condenado por un nuevo (felíta, se debe dtsponer su
sobreseimiento ó abso¡uci6n; por lo coMrarío, w caso de ¡ncumpHmlento, se debe disponer la revocación c/e la temhfón y ia
contlnuldütí de! tfámlte ¡udfcíal {art. H8},
33- En otras jufísdkclonessñ ¡a feglamsnta como facultadjudlctat. En la Ciudad Autónoma de Buenos Afw /d ¡ey 2'SSí regula la
remisfón como una "vfa aiternattva de resolución del conflicto" (ort. 53), En el art. 75, dispone que: "La persona menor rfc5/ec/o-
chú (18) años de edad sometída a proceso podrá por sf, o a través del/ía Defensor/a rsqúertr we se examine la posibffldadde no
continuar el proceso, tomando en cuenta la gravedad del delito, con base en el grado de responsablltdad, en él dafío causado y
en fa re¡)Qfactó{t del mismo También procederá a pedido det/la Fiscal Penal Juvenil. £l/ta Júez/a Penal JuvenlS puede actuar efe
oñtío. ÍÍ eVta juez/a considera admbib¡e e[ pedido convocafá a fas partes Q una audlwcia común y previo aw^
putaeío/ayía víctima, podrá resolver (emitir Q la persona menof de dieciocho {J8} años de edad a isrogramas comunttaríos, con
el apoyo de su faníilia y bajo el control de tu institución que los realice, extinguiendo la acdón.EÍ auto ^^^
apelable por aquellos que hubieren manifestado su oposición en la audiencia. No procederá ¡a remisión cuando se trate<fe cau-
sasrehclonadasconcüusasdo¡osasrehtfvasaiosde1l(osprw¡stosenelUbrolide¡CódtgQPen^
tro la vida) y Titulo ftt (Delitos contra lo Imegrldatí Sexuala y en los cwos de las Lesiones eítableddos en el artfwla 9 ) del Código
Pena!, cuando se efectuaren dentro de un grupo famllfarcwvMente, aunque estuvieren constituldw por uniones efe hec.ho." 39



previsiones de fa ley procesal general para no ini-
ciar los procesos o bien para terminarlos de forma
anticipada, puede ser Interpretada por los adoles-
centes como una respuesta de tmpunldad, to cual
conspira contra el Ideal de integración o reintegra-
don social además de desconocer los derechos de
las víctimas34 y de la sociedad en su conjunto.

V. Una política criminal juvenil en clave con et Des-
recho Internacional de los derechos humanos re-
quiere hacer prevalecer ios derechos de protección
sobre los derechos de defensa, involucrar a todos
los actores con responsabilidades institucionales
y a todas las jurisdicciones, y comprometerse se-
riamente no solo con las víctimas o con los niños
perpeíradores de una situación trágica35, sino con
toda la sociedad.

Tomarse en serio los derechos de los niños, niñas y
adoiesceníes requiere de recursos económicos que
permitan incrementar las polEticas sociales en lugar
de aumentar el campo de intervención del sistema
penal (política que incluya más maestros, médicos,
profesores de deportes, de teatro, arte y de música,
y menos policías, ñscales, jueces y defensores pe-
na fes).

Quizás sea el momento de "desabogadizar" o "des-
juridiñcar" el tema de la justicia juvenit; y que !os
abogados cedamos el centro del ring en !as discu-
sienes sobre justicia Juvenil.

Una sociedad que piensa más en castigar a sus
jóvenes que en generar las condiciones para que
ellos crezcan y se desarrollen al margen del delito y
la vioienda revela una miopía severa y comprome-
te seriamenÉe su futuro.

34- CAOH, art. 25; Declaración UnSversal sobre Derechos Hufnwos, wt. 8; Declaración sobre ¡os prfnclpiw fwdameotoles de

J


